
 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
                                               MONTERÍA – CÓRDOBA 
 

Expediente No.: 23.001.33.33.001.2021-00250 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del derecho - Conciliación Extrajudicial 
Parte demandante: Lenis del Carmen Padilla Álvarez. 
Parte demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional - FNPSM 
Asunto: Auto Aprueba Conciliación  

 

Montería, octubre siete (07) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se procede a decidir sobre la conciliación extrajudicial con radicación número 577 de 16 de junio 
de 2021, celebrada ante la Procuraduría No. 33 Judicial II para Asuntos Administrativos de 
Montería el día 23 de agosto de 2021, cuyo conocimiento correspondió por reparto a este 
Despacho.  Para ello se hacen las siguientes:  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
En el acta respectiva se dejó constancia que la audiencia de conciliación extrajudicial de la 
referencia fue realizada en la modalidad no presencial, por medio de la plataforma “MICROSOFT 
TEAMS”. Se hicieron presente a la diligencia, la abogada sustituta ANDREA CARILINA 
NISPERUZA ESPITIA identificado con la cedula de ciudadanía número 1.067.939.629, portador 
de la tarjeta profesional de abogado No 318.749 del C.S.J, como apoderado de los convocantes; 
y la Abogada DIANA PATRICIA MORALES HERNÁNDEZ, identificado con la C.C. No. 
1.023.869.469 y T.P. No.360613  del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la 
parte convocada; quienes llegaron a un acuerdo conciliatorio.   
  
El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 
que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 
y el Decreto 1716 del mismo año.  
 
A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa  
   
De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 
todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 
como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:   
  

1. Las partes estén debidamente representadas.  Debiendo obrar por medio de apoderado, 
quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar;  
2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 
además de carácter particular y contenido económico;  
3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación;  
4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar 
a acuerdo conciliatorio;  
5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público;  
6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley;  
7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada y;  
8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo.  
9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 2015 
que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.   
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Presupuestos que fueron ratificados por la Sección Tercera – Subsección A del Consejo de 
Estado en providencia del 12 de diciembre de 20191, así:    
  

“De acuerdo con las disposiciones transcritas, en el presente asunto son presupuestos para 
la prosperidad de la conciliación judicial i) que las partes hubieran actuado a través de sus 
representantes legales y que a estos les hubiera sido conferida facultad expresa para 
conciliar; ii) que el conflicto tenga carácter particular y contenido económico, y sea 
susceptible de ser demandado mediante las acciones contempladas en los artículos 85, 86 
y 87 del CCA; iv) que el acuerdo se funde en pruebas aportadas al proceso; además, que 
no sea violatorio de la ley ni resulte lesiva para el patrimonio público; y v) que al tratarse de 
una entidad pública del orden nacional, se hubiera aportado el concepto del Comité de 
Conciliación de la entidad demandada, y respetado los parámetros dispuestos en este.”  

  
B. Análisis de la Conciliación Extrajudicial  
  
Teniendo en cuenta lo anterior procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos enunciados, 
los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo logrado.  
 

1.- Competencia y representación  
  

Se observa que este Despacho tiene competencia para conocer del presento asunto, porque la 
ley atribuye el conocimiento a los Juzgados Administrativos en primera instancia de los asuntos 
de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato 
de trabajo, cuando la cuantía no excede de 50 salarios mínimos legales mensuales, monto que 
se determina por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, el cual fue tasado en la 
suma de $6.319.368., y porque el último lugar de prestación del servicio fue en la ciudad de 
Montería -inciso 2° del artículo 55 e inciso 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-. 
 
A la par, los representantes y apoderados de las partes acreditaron debidamente sus calidades y 
acreditaron facultad para conciliar.  
 

2.- La conciliación  
   
En el acta de conciliación quedó plasmada la posición de la parte actora, donde solicita que la la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional - FNPSM, reconozca y pague a la convocante la 
sanción moratoria por pago tardío de las cesantías reconocidas mediante Resolución No. 2931 
de 04 de octubre de 2018. 
 
Por su parte, el apoderado de la entidad convocada expuso la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad en relación con las solicitudes incoadas:  
 
Propuesta  
 
Reconocimiento de cesantía mediante Resolución No. 2931 de 04 de octubre de 2018 
Fecha de solicitud de las cesantías: 15 de agosto de 2018 
Fecha de pago: 08 de febrero de 2019 
No. de días de mora: 72 
Asignación básica aplicable: $2.633.097 
Valor de la mora: $6.319.368 
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $5.687.431 (90 %) 
 
El pago se realizará un (01) mes después del Auto de aprobación judicial. Sin reconocer valor 
alguno por indexación. 
 
3.- Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  
  
El objeto de la conciliación es, como se dijo, el pago de unos dineros correspondientes al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas a 

                                                 
1 Consejo de Estado Radicado 2010-00388/52572 de 12 de diciembre de 2019 
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los convocantes.  Así pues, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto 
de carácter particular y de contenido económico.   
   
4-. Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.   

  
En los términos del literal d) del numeral 1 del artículo 164 del CPACA, al tratarse el presente 
asunto de una solicitud de sanción moratoria, por el pago tardío de las cesantías definitivas, 
presentándose la ausencia de respuesta de la entidad convocada, produciéndose así un acto 
producto del silencio administrativo negativo, la demanda no está sometida a término de 
caducidad y puede ser presentada en cualquier tiempo. 
 
5.- Pruebas aportadas, no es violatorio de la ley y no resulte lesivo para el patrimonio 
público. 
  
Analizadas por parte del despacho, las pruebas relacionadas en el expediente se advierten que 
el acuerdo logrado por las partes cuenta con suficiente respaldo probatorio, ya que obra la 
Resolución por medio de la cual se reconoce a los convocantes las cesantías, la solicitud de 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas, 
certificación expedida por el FNPSM – Fiduprevisora donde hace constar la fecha de pago de las 
cesantías reconocidas. 
 
En este orden, es necesario destacar que en cuanto al objeto de la controversia la Sección 
Segunda del Consejo de Estado Sentó jurisprudencia2 para señalar las reglas en cuanto a la 
exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías de la siguiente forma:  
 
“ 
…. 
SEGUNDO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar en 
cuanto a la exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías las siguientes reglas: 
 
i). En el evento en que el acto que reconoce las cesantías definitivas y parciales se expida por fuera del 
término de ley, o cuando no se profiere, la sanción moratoria corre 70 días hábiles después de radicada la 
solicitud de reconocimiento, término que corre i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria 
del acto; iii) 45 días para efectuar el pago. 
 
TERCERO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar que, 
en tratándose de cesantías definitivas, el salario base para calcular la sanción moratoria, será la asignación 
básica vigente en la fecha en la que se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las 
cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora sin que varíe por la prolongación en el tiempo.  
 
CUARTO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar que 
es improcedente la indexación de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías….”  
 

Con fundamento en el material probatorio la normativa reguladora de la materia y la jurisprudencia 
de unificación del Consejo de Estado, este Despacho concluye que en caso de no haberse 
efectuado acuerdo conciliatorio, existirían elementos de juicio, para que en un eventual proceso 
judicial mediante sentencia que pusiera fin a la actuación se ordenara el pago de la sanción 
moratoria por el pago tardío de las cesantías de los convocantes y se condenara a la convocada 
a pagar el total de la suma pretendida; no siendo lesivo para el patrimonio de la entidad 
convocada, ni violatorio de la ley. 
 
Igualmente, en sentencia de unificación proferida el 25 de agosto de 20163  la Sección Segunda 
del Consejo de Estado, señaló que “es a partir de que se causa la obligación -sanción moratoria- 
cuando se hace exigible, por ello, desde allí, nace la posibilidad de reclamar su reconocimiento 
ante la administración, pero si la reclamación se hace cuando han transcurrido más de 3 años 
desde que se produjo el incumplimiento, se configura el fenómeno de prescripción, así sea en 

                                                 
2 Consejo de Estado Sección Segunda, Subsección B, 18 de julio de 2018 Radicación No. 73001-23-33-000-2014-
00580-01(4961-15) C.P. Sandra Lisseth Ibarra Vélez.  
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección segunda, consejero ponente: Dr. Luis Rafael 
Vergara Quintero. Bogotá, D.C., veinticinco (25) de agosto de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 08001 23 31 000 
2011 00628-01 (0528-14). Apelación sentencia - autoridades municipales. Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo. 
Sentencia de unificación jurisprudencial CE-SUJ004 de 2016. 
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forma parcial”, pues bien en el caso en estudio, de acuerdo con las pruebas aportadas el derecho 
a reclamar no se encontraba prescrito. 
 

6.-Concepto del Comité de Conciliación   
 
De igual forma, teniendo en cuenta que la convocada es una entidad pública, era requisito para 
la celebración de la conciliación contar con el concepto del comité de conciliación, cuyas 
directrices fueron las de CONCILIAR, según certificación expedida por el secretario Técnico del 
Comité de Conciliación y defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional.  
 
Así las cosas, ante el cumplimiento de todos los requisitos enunciados se procederá a la 
aprobación de la presente conciliación.    
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada, el acuerdo conciliatorio 
extrajudicial con radicación No. 577 de 16 de junio de 2021, celebrada ante la 
Procuraduría No. 33 Judicial II para Asuntos Administrativos de Montería el día 23 de agosto de 
2021, efectuado entre la señora Lenis del Carmen Padilla Álvarez y la Nación-Ministerio de 
Educación-FNPSM bajo los parámetros y dentro de los términos consignados en la propuesta 
conciliatoria formulada por esa entidad.   
  
SEGUNDO. Ejecutoriado el presente auto, expídanse las respectivas copias con destino al 
apoderado de la parte convocante y los documentos que le son inherentes, previa verificación de 
su facultad de recibir. Háganse las anotaciones de ley.  

  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LUIS ENRIQUE OW PADILLA 

Juez 

 

 

 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Luis Enrique Ow Padilla 

Juez 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATI.VO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, El anterior auto se notifica a las partes por Estado 

Electrónico No. 66   el día ocho (08) de octubre de 2021 a las 8:00 

A.M.  El cual puede ser consultado en el link 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/71 

__________________________________  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
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Juzgado Administrativo 

Oral 001 

Monteria - Cordoba 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

4fba9a194ca6aaf6e19b04fa9f7853bf1fca43a42d8a6d191dd4cd4bb0f71f5f 

Documento generado en 07/10/2021 04:42:09 PM 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
                                               MONTERÍA – CÓRDOBA 
 

Expediente No.: 23.001.33.33.001.2021-00251 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del derecho - Conciliación Extrajudicial 
Parte demandante: Angélica Liliana Pérez Ortiz 
Parte demandada: Nación – Ministerio de Educación Nacional - FNPSM 
Asunto: Auto Aprueba Conciliación  

 

Montería, octubre siete (07) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se procede a decidir sobre la conciliación extrajudicial con radicación número 518 de 10 de junio 
de 2021, celebrada ante la Procuraduría No. 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de 
Montería el día 23 de agosto de 2021, cuyo conocimiento correspondió por reparto a este 
Despacho.  Para ello se hacen las siguientes:  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
En el acta respectiva se dejó constancia que la audiencia de conciliación extrajudicial de la 
referencia fue realizada en la modalidad no presencial, por medio de la plataforma “ZOOM”. Se 
hicieron presente a la diligencia, la abogada sustituta ANDREA CARILINA NISPERUZA ESPITIA 
identificado con la cedula de ciudadanía número 1.067.939.629, portador de la tarjeta profesional 
de abogado No 318.749 del C.S.J, como apoderado de los convocantes; y el abogado LUIS 
FERNANDO RIOS CHAPARRO, identificado con la C.C. No. 1.057.575.858 y T.P. No.324.322  
del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte convocada; quienes llegaron 
a un acuerdo conciliatorio.   
  
El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 
que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 
y el Decreto 1716 del mismo año.  
 
A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa  
   
De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 
todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 
como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:   
  

1. Las partes estén debidamente representadas.  Debiendo obrar por medio de apoderado, 
quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar;  
2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 
además de carácter particular y contenido económico;  
3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación;  
4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar 
a acuerdo conciliatorio;  
5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público;  
6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley;  
7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada y;  
8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo.  
9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 2015 
que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.   
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Presupuestos que fueron ratificados por la Sección Tercera – Subsección A del Consejo de 
Estado en providencia del 12 de diciembre de 20191, así:    
  

“De acuerdo con las disposiciones transcritas, en el presente asunto son presupuestos para 
la prosperidad de la conciliación judicial i) que las partes hubieran actuado a través de sus 
representantes legales y que a estos les hubiera sido conferida facultad expresa para 
conciliar; ii) que el conflicto tenga carácter particular y contenido económico, y sea 
susceptible de ser demandado mediante las acciones contempladas en los artículos 85, 86 
y 87 del CCA; iv) que el acuerdo se funde en pruebas aportadas al proceso; además, que 
no sea violatorio de la ley ni resulte lesiva para el patrimonio público; y v) que al tratarse de 
una entidad pública del orden nacional, se hubiera aportado el concepto del Comité de 
Conciliación de la entidad demandada, y respetado los parámetros dispuestos en este.”  

  
B. Análisis de la Conciliación Extrajudicial  
  
Teniendo en cuenta lo anterior procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos enunciados, 
los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo logrado.  
 

1.- Competencia y representación  
  

Se observa que este Despacho tiene competencia para conocer del presento asunto, porque la 
ley atribuye el conocimiento a los Juzgados Administrativos en primera instancia de los asuntos 
de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un contrato 
de trabajo, cuando la cuantía no excede de 50 salarios mínimos legales mensuales, monto que 
se determina por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, el cual fue tasado en la 
suma de $6.319.368., y porque el último lugar de prestación del servicio fue en la ciudad de 
Montería -inciso 2° del artículo 55 e inciso 3° del artículo 156 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-. 
 
A la par, los representantes y apoderados de las partes acreditaron debidamente sus calidades y 
acreditaron facultad para conciliar.  
 

2.- La conciliación  
   
En el acta de conciliación quedó plasmada la posición de la parte actora, donde solicita que la la 
Nación- Ministerio de Educación Nacional - FNPSM, reconozca y pague a la convocante la 
sanción moratoria establecida en la Ley 1071 de 2006, con su respectiva indexación. 
 
Por su parte, el apoderado de la entidad convocada expuso la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad en relación con las solicitudes incoadas:  
 
Propuesta  
 
Reconocimiento de cesantía mediante Resolución No. 000147 de 29 de enero de 2018 
Fecha de solicitud de las cesantías: 27 de marzo de 2018 
Fecha de pago: 27 de marzo de 2018 
No. de días de mora: 53 
Asignación básica aplicable: $3.641.927 
Valor de la mora: $6.434.041 
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $5.790.636 (90 %) 
 
El pago se realizará un (01) mes después del Auto de aprobación judicial. Sin reconocer valor 
alguno por indexación. 
 
3.- Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  
  
El objeto de la conciliación es, como se dijo, el pago de unos dineros correspondientes al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas a 

                                                 
1 Consejo de Estado Radicado 2010-00388/52572 de 12 de diciembre de 2019 
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los convocantes.  Así pues, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto 
de carácter particular y de contenido económico.   
   
4-. Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.   

  
En los términos del literal d) del numeral 1 del artículo 164 del CPACA, al tratarse el presente 
asunto de una solicitud de sanción moratoria, por el pago tardío de las cesantías definitivas, 
presentándose la ausencia de respuesta de la entidad convocada, produciéndose así un acto 
producto del silencio administrativo negativo, la demanda no está sometida a término de 
caducidad y puede ser presentada en cualquier tiempo. 
 
5.- Pruebas aportadas, no se violatorio de la ley y no resulte lesivo para el patrimonio 
público. 
  
Analizadas por parte del despacho, las pruebas relacionadas en el expediente se advierten que 
el acuerdo logrado por las partes cuenta con suficiente respaldo probatorio, ya que obra la 
Resolución por medio de la cual se reconoce a los convocantes las cesantías, la solicitud de 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías reconocidas, 
certificación expedida por el FNPSM – Fiduprevisora donde hace constar la fecha de pago de las 
cesantías reconocidas. 
 
En este orden, es necesario destacar que en cuanto al objeto de la controversia la Sección 
Segunda del Consejo de Estado Sentó jurisprudencia2 para señalar las reglas en cuanto a la 
exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías de la siguiente forma:  
 
“ 
…. 
SEGUNDO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar en 
cuanto a la exigibilidad de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías las siguientes reglas: 
 
i). En el evento en que el acto que reconoce las cesantías definitivas y parciales se expida por fuera del 
término de ley, o cuando no se profiere, la sanción moratoria corre 70 días hábiles después de radicada la 
solicitud de reconocimiento, término que corre i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria 
del acto; iii) 45 días para efectuar el pago. 
 
TERCERO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar que, 
en tratándose de cesantías definitivas, el salario base para calcular la sanción moratoria, será la asignación 
básica vigente en la fecha en la que se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las 
cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora sin que varíe por la prolongación en el tiempo.  
 
CUARTO. SENTAR JURISPRUDENCIA en la Sección Segunda del Consejo de Estado para señalar que 
es improcedente la indexación de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías….”  
 

Con fundamento en el material probatorio la normativa reguladora de la materia y la jurisprudencia 
de unificación del Consejo de Estado, este Despacho concluye que en caso de no haberse 
efectuado acuerdo conciliatorio, existirían elementos de juicio, para que en un eventual proceso 
judicial mediante sentencia que pusiera fin a la actuación se ordenara el pago de la sanción 
moratoria por el pago tardío de las cesantías de los convocantes y se condenara a la convocada 
a pagar el total de la suma pretendida; no siendo lesivo para el patrimonio de la entidad 
convocada, ni violatorio de la ley. 
 
Igualmente, en sentencia de unificación proferida el 25 de agosto de 20163  la Sección Segunda 
del Consejo de Estado, señaló que “es a partir de que se causa la obligación -sanción moratoria- 
cuando se hace exigible, por ello, desde allí, nace la posibilidad de reclamar su reconocimiento 
ante la administración, pero si la reclamación se hace cuando han transcurrido más de 3 años 
desde que se produjo el incumplimiento, se configura el fenómeno de prescripción, así sea en 

                                                 
2 Consejo de Estado Sección Segunda, Subsección B, 18 de julio de 2018 Radicación No. 73001-23-33-000-2014-
00580-01(4961-15) C.P. Sandra Lisseth Ibarra Vélez.  
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección segunda, consejero ponente: Dr. Luis Rafael 
Vergara Quintero. Bogotá, D.C., veinticinco (25) de agosto de dos mil dieciséis (2016). Radicación: 08001 23 31 000 
2011 00628-01 (0528-14). Apelación sentencia - autoridades municipales. Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo. 
Sentencia de unificación jurisprudencial CE-SUJ004 de 2016. 



4 

 

forma parcial”, pues bien en el caso en estudio, de acuerdo con las pruebas aportadas el derecho 
a reclamar no se encontraba prescrito. 
 

6.-Concepto del Comité de Conciliación   
 
De igual forma, teniendo en cuenta que la convocada es una entidad pública, era requisito para 
la celebración de la conciliación contar con el concepto del comité de conciliación, cuyas 
directrices fueron las de CONCILIAR, según certificación expedida por el secretario Técnico del 
Comité de Conciliación y defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional.  
 
Así las cosas, ante el cumplimiento de todos los requisitos enunciados se procederá a la 
aprobación de la presente conciliación.    
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. APROBAR en todas sus partes, con efectos de cosa juzgada, el acuerdo conciliatorio 
extrajudicial con radicación No. 518 de 10 de junio de 2021, celebrada ante la Procuraduría No. 
78 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería el día 23 de agosto de 2021, efectuado 
entre la señora Angelica Liliana Pérez Ortiz y la Nación-Ministerio de Educación-
FNPSM bajo los parámetros y dentro de los términos consignados en la propuesta conciliatoria 
formulada por esa entidad.   
  
SEGUNDO. Ejecutoriado el presente auto, expídanse las respectivas copias con destino al 
apoderado de la parte convocante y los documentos que le son inherentes, previa verificación de 
su facultad de recibir. Háganse las anotaciones de ley.  

  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LUIS ENRIQUE OW PADILLA 

Juez 

 

 
 

 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Luis Enrique Ow Padilla 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATI.VO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA (CÓRDOBA) 

  

Montería, El anterior auto se notifica a las partes por Estado 

Electrónico No. 66   el día ocho (08) de octubre de 2021 a las 8:00 

A.M.  El cual puede ser consultado en el link 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-

monteria/71 

__________________________________  

AURA ELISA PORTNOY CRUZ 

Secretaria 

http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
http://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-01-administrativo-de-monteria/71
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JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
                                               MONTERÍA – CÓRDOBA 
 

Expediente No.: 23.001.33.33.001.2021-00234 
Medio de Control: Reparación Directa – ACTIO IN REM VERSO- Conciliación Extrajudicial 
Parte demandante: Consorcio Viviendas Córdoba 2016 
Parte demandada: Fondo de Adaptación 
Asunto: Auto Aprueba Conciliación  

 

Montería, octubre ocho (08) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Se procede a decidir sobre la conciliación extrajudicial con radicación número 00440 de 14 de 
mayo de 2021, celebrada ante la Procuraduría No.189 Judicial I para Asuntos Administrativos de 
Montería el día 09 de agosto de 2021, cuyo conocimiento correspondió por reparto a este 
Despacho.  Para ello se hacen las siguientes:  
 

I. CONSIDERACIONES 
 
En el acta respectiva se dejó constancia que la audiencia de conciliación extrajudicial de la 
referencia fue realizada en la modalidad no presencial, por medio de la plataforma “MICROSOFT 
TEAMS”. Se hicieron presente a la diligencia, el Doctor CARLOS FELIPE ESPINOSA PÉREZ 
identificado con la C.C. No.1.063.282.231 y T.P. No. 211.129 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en calidad de apoderado del convocante; y el Doctor RUBÉN DARÍO BRAVO 
RONDÓN, identificado con la cédula de ciudadanía número 13.515.344 y portadora de la tarjeta 
profesional número 204.369 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte 
convocada; quienes llegaron a un acuerdo conciliatorio.   
 
El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 
que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 
y el Decreto 1716 del mismo año.  
 
A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa  
   
De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 
todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 
como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:   
  

1. Las partes estén debidamente representadas.  Debiendo obrar por medio de apoderado, 
quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar;  
2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 
además de carácter particular y contenido económico;  
3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación;  
4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar 
a acuerdo conciliatorio;  
5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público;  
6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley;  
7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada y;  
8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo.  
9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 2015 
que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.   
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Presupuestos que fueron ratificados por la Sección Tercera – Subsección A del Consejo de 
Estado en providencia del 12 de diciembre de 20191, así:    
  

“De acuerdo con las disposiciones transcritas, en el presente asunto son presupuestos para 
la prosperidad de la conciliación judicial i) que las partes hubieran actuado a través de sus 
representantes legales y que a estos les hubiera sido conferida facultad expresa para 
conciliar; ii) que el conflicto tenga carácter particular y contenido económico, y sea 
susceptible de ser demandado mediante las acciones contempladas en los artículos 85, 86 
y 87 del CCA; iv) que el acuerdo se funde en pruebas aportadas al proceso; además, que 
no sea violatorio de la ley ni resulte lesiva para el patrimonio público; y v) que al tratarse de 
una entidad pública del orden nacional, se hubiera aportado el concepto del Comité de 
Conciliación de la entidad demandada, y respetado los parámetros dispuestos en este.”  

  
B. Análisis de la Conciliación Extrajudicial  
  
Teniendo en cuenta lo anterior procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos enunciados, 
los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo logrado.  
 

1.- Competencia y representación  
  

La diligencia de conciliación bajo estudio, se efectúo ante funcionario competente para conocer 
de ella por el factor territorial, en tanto el lugar donde se produjeron los hechos fueron Municipios 
pertenecientes al Departamento de Córdoba. Igualmente, es competente, esta judicatura para 
conocer del presente asunto por el factor cuantía, toda vez que lo conciliado es inferior al monto 
de los quinientos (500) SMLMV de conformidad a lo previsto en el artículo 155 numeral 6° del 
CPACA.   
  
A la par, los representantes y apoderados de las partes acreditaron debidamente sus calidades y 
acreditaron facultad para conciliar.  
 

2.- La conciliación  
   
En el acta de conciliación quedó plasmada la posición de la parte actora, donde solicita que el 
fondo de Adaptación, reconozca y pague a la parte actora Consorcio Viviendas Córdoba 2016, la 
suma de $190.922,966.00 m/c, por concepto del valor de cuatro (04) viviendas que fueron 
entregadas durante la ejecución del Contrato 129 de 2016, como consta en el acta final de recibo 
de viviendas, a igual número de beneficiarios que habían sido declarados elegibles en desarrollo 
del Programa Nacional de Vivienda conforme el censo suministrado por el Fondo Adaptación al 
contratista, son ellos PAULO MORALES SORACA, MARÍA ISABEL DÍAZ PÉREZ, LINA ROSA 
RUIZ VILLALOBO Y ESLIDER MARÍA SIERRA. 
 
Por su parte, el apoderado de la entidad convocada expuso la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad, señalado que el comité de conciliación del Fondo de Adaptación 
mediante acta 14 de 29 de julio de 2021, luego de estudiar el caso, decidió conciliar y pagar al 
convocante la suma de $190.922.966, por concepto del valor de las cuatro (4) viviendas que 
fueron entregadas durante la ejecución del contrato 129 de 2016, como consta en el acta final de 
recibo de viviendas, a igual número de beneficiarios que habían sido declarados elegibles en 
desarrollo del Programa Nacional de Vivienda, conforme al censo suministrado por el Fondo de 
Adaptación al contratista, suma de dinero que será pagada dentro de los tres meses siguientes a 
la fecha en que la parte convocante radique la solicitud de pago de la obligación. 
 
3.- Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 
partes puedan disponer.  
  
El objeto de la conciliación es, como se dijo, el pago de unos dineros correspondientes  de cuatro 
(04) viviendas que fueron entregadas dentro de la ejecución del contrato 129 de 2016, cuyo objeto 
es la ejecución de obras de reubicación o Reconstrucción en sitio de Viviendas en los Municipios 
de los Departamentos de Córdoba y Sucre, la región de la Mojana (Antioquia, Córdoba y Sucre) 
y la región de Urabá (Antioquia), a familias que se encontraban en el listado suministrado por el 

                                                 
1 Consejo de Estado Radicado 2010-00388/52572 de 12 de diciembre de 2019 
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Fondo de Adaptación. Así pues, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un 
conflicto de carácter particular y de contenido económico. 
   
4-. Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad.   

  
En el presente caso no ha operado la caducidad del eventual medio de control que procedería 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, -Reparación Directa bajo el que se tramita 
la figura de la actio in rem verso-, pues no ha transcurrido el término de dos (2) años establecido 
en el numeral 2° literal i) del artículo 164 del CPACA. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta que los dineros reclamados en el sub lite devienen de la ejecución 
de obras en vigencia del contrato 129 de 2016, sin embargo, las particularidades que rodearon la 
construcción de cuatro (4) soluciones de viviendas adicionales a las cobijadas por el aludido 
contrato, la parte convocante solo conoció que la convocada no le reconocería ni pagaría esas 
construcciones hasta el 16 de septiembre de 2019, fecha en la que fue suscrita el acta bilateral 
de liquidación y en la que se dejó consignada esa negativa 
 
5.- Pruebas aportadas, no se violatorio de la ley y no resulte lesivo para el patrimonio 
público. 
  
Pese a que en el presente asunto se presenta bajo el medio de control de Controversias 
Contractuales, para el despacho, tal como lo señaló el Procurador Judicial, al no existir respaldo 
contractual frente a las cuatro (4) viviendas entregadas a dichas familias, (Teniendo en cuenta 
que el alcance del objeto del Contrato 129 de 2016 es de 430 viviendas), por lo que es procedente 
estudiar la actio in rem verso, y remitirse a las reglas de unificación jurisprudencial consagradas 
en la sentencia 19 de noviembre de 2012, emitida por la Sala Plena de la Sección Tercera del 
Consejo de Estado, donde recalcó que la buena fe objetiva debe guiar a las partes antes, durante 
y después del contrato, quiere ello decir, que los contratantes tienen así el deber jurídico de acatar 
la exigencia legal del acuerdo previo y escrito sobre el objeto y la contraprestación, para el 
perfeccionamiento de un contrato estatal, sin que la ignorancia de la norma sea admisible como 
excusa para su inobservancia, haciendo especial énfasis en que no puede así utilizarse la actio 
in rem verso, para reclamar el pago de obras ejecutadas a favor de la Administración, sin contrato 
alguno o al margen de éste, manifestación que efectúa bajo el siguiente tenor literal: 
 
(…) 
 
12.2. Con otras palabras, la Sala admite hipótesis en las que resultaría procedente la actio de in 
rem verso sin que medie contrato alguno, pero, se insiste, estas posibilidades son de carácter 
excepcional y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de ninguna manera con 
la pretensión de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al amparo de ellos, eventos 
que necesariamente quedan comprendidos dentro de la regla general que antes se mencionó. 
 
Esos casos en donde, de manera excepcional y por razones de interés público o general, 
resultaría procedente la actio de in rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los siguientes: 
 
a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue 
exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la 
que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al 
respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en 
su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo 
 
b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras 
con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al 
derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y 
a la integridad personal, urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y 
manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso 
de selección de contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, 
circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, 
sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de 
la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración 
frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria y la más 
razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación. 
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c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la 
administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de 
servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia 
imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º 
de la Ley 80 de 1993. 
 
(…)”2 
 
Teniendo en cuenta la jurisprudencia citada en precedencia y las pruebas aportadas, donde se 
observan comunicaciones expedidas por el Fondo de Adaptación y dirigidas a la parte convocante 
en las que se le ordena tener como beneficiarios del programa nacional de vivienda a los señores 
PAULO ROBERTO MORALES ZORACA, ESLIDES MARIA SIERRA, LINA ROSA RUIZ 
VILLALOBOS y MARIA ISABEL DIAZ PEREZ, y en consecuencia asignarles una vivienda. Lo 
anterior, para el Despacho conllevó a que el contratista ejecutara las obras correspondientes sin 
respaldo contractual, es decir, la entidad pública “constriñó o impuso al respectivo particular 
la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio”, 
situación que provocó un empobrecimiento injustificado para la parte convocante. (Ver Oficio de 
22 de agosto de 2017, emanado del Asesor III, Sectorial de Vivienda del Fondo de adaptación, 
dirigido al contratista, adicionado 5 nuevos damnificados que deben ser beneficiados con las 
soluciones de vivienda del contrato 129 de 2016; así como, escritos de fecha 14 y 24 de 
noviembre de 2017, emanados del Gerente del Fondo de Adaptación y dirigidos al contratista, en 
el que lo autoriza a seguir con el proceso de asignación de viviendas de los beneficiarios arriba 
señalados). 
 
6.-Concepto del Comité de Conciliación   
 
De igual forma, teniendo en cuenta que el Fondo de Adaptación es una entidad pública, era 
requisito para la celebración de la conciliación contar con el concepto del comité de conciliación, 
el cual obra en el plenario. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de Montería,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO. APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial con radicación No. 00440 de 14 de 
mayo de 2021, celebrada ante la Procuraduría No.189 Judicial I para Asuntos Administrativos de 
Montería el día 09 de agosto de 2021, entre el Consorcio Viviendas Córdoba 2016 y el Fondo de 
Adaptación, por lo expuesto. 
 
SEGUNDO. Ejecutoriado el presente auto, expídanse las respectivas copias con destino al 
apoderado de la parte convocante y los documentos que le son inherentes, previa verificación de 
su facultad de recibir. Háganse las anotaciones de ley.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LUIS ENRIQUE OW PADILLA 

Juez 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                 
2 Consejo de Estado, Sala Plena, sentencia del 19 de noviembre de 2012, Exp. 73001-23-31-000-2000-03075- 
01(24897), C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-

 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
MONTERIA 

 
Montería, siete (07) de octubre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente N° 23-001-33-33-001-2019-00241-00 
Medio de Control: Ejecutivo 
Demandante: Yudis del Socorro Durango Delgado 
Demandado: Municipio de la Apartada 
Asunto: Resuelve recurso de reposición 

 
I. OBJETO  

 
Vista la nota secretarial que antecede, procede el Despacho a pronunciarse sobre el 
recurso de reposición interpuesto por la parte ejecutada contra el auto de 22 de abril de 
2021, por el cual este Despacho libró mandamiento de pago a favor de la Ejecutante. 
 

 
I. FUNDAMENTOS DEL RECURSO  

 
Los argumentos del recurrente se resumen así:  
 
Sostiene la parte ejecutante que la Personería Municipal de La Apartada procedió a dar 
cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal Administrativo de Córdoba en providencia de 
03 de diciembre de 2015, a través de la Resolución No. 024 de 04 de mayo de 2017 que 
contiene la liquidación y ordena pagar todos los sueldos, prestaciones sociales y demás 
emolumentos inherentes al cargo, dejados de percibir, reconociéndole la suma de la 
suma de $268.262.634. 
 
Que la mencionada Resolución fue recurrida por la señora Durango Delgado, por lo cual 
la Personería Municipal de La Apartada expidió la Resolución 34 de 25 de Julio de 2017, 
la cual repuso parcialmente Resolución 024 y reconoció a favor de la recurrente la suma 
de $25.495.570 por concepto de indexación de salarios y prestaciones sociales dejadas 
de percibir. 
 
Menciona la recurrente, que presenta inconformidad respecto a la liquidación 
prestacional ordenada y practicada por el Despacho, afirmando que dista mucho de una 
real, justa y equitativa liquidación y de un debido proceso liquidatorio, de todos los 
sueldos, prestaciones sociales y demás emolumentos inherentes al cargo dejados de 
percibir. 
 
De igual forma, reitera que la liquidación prestacional realizada por la Ejecutada es 
acorde a la ley y al fallo de condena, siendo que las Resoluciones 024 y 034 tienen 
firmeza jurídica y prestaron mérito para ejecutar este medio de control. 
 
Por todo lo expuesto, solicita revocar la decisión recurrida y en su defecto librar 
mandamiento de pago por las sumas reconocidas en los actos administrativos. 
 
   

II. CONSIDERACIONES 
 

 Marco Normativo y Jurisprudencial 
 

 De los Títulos Ejecutivos en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo y el Procedimiento para librar mandamiento de pago. 

 
La normatividad aplicable para efectos de determinar la procedencia de librar 
mandamiento de pago en el asunto que mantiene el interés, esta reglada por el artículo 
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297 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el 
cual señala: 
 

ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, 
constituyen título ejecutivo: 
1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad 
pública al pago de sumas dinerarias. 
 (…) 

 
Por su parte, el artículo 430 del Código General del Proceso, remitido por el artículo 298 
del CPACA, señala:  
 

“que presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito 
ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la 
obligación en la forma pedida si fuere procedente, o en la que aquél considere 
legal.”   

 
Por lo tanto, el Juez queda facultado para realizar un control oficioso de legalidad en 
aras de que el titulo ejecutivo que se pretenda ejecutar cumpla con todos los designios 
de la ley. 
 

 Actos administrativos de trámite no crean obligaciones. 
 
Los actos administrativos por los cuales se reconoce y aprueba una condena impuesta 
por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo son considerados actos de trámite, 
los cuales no crean ni modifican obligaciones, por lo tanto, no son susceptibles de 
ejecución. Al respecto, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha considerado que: 
 

“Así las cosas, debe decirse, que en los eventos en que la administración da 
cumplimiento a decisiones emitidas por autoridades judiciales únicamente 
profiere actos que ejecutan el contenido material de las mismas sin que, en 
principio, haya lugar a establecer situaciones jurídicas nuevas o distintas a las 
que fueron objeto de debate y conclusión en sede judicial.” 1 

 
Sumado a lo anterior, la misma Corporación en variada jurisprudencia, se ha 
pronunciado sobre la imposibilidad de ejercer control judicial sobre los actos de trámite 
o los que ejecutan una decisión judicial: 
 

“(…) Esta Corporación en relación con el enjuiciamiento de los actos que se 
expiden para darle cumplimiento a una decisión u orden judicial ha sido 
uniforme en señalar que tales actos no son pasibles de los recursos en la vía 
gubernativa ni de acciones judiciales, a menos que creen situaciones jurídicas 
nuevas o distintas, que no es del caso.(…)”.2 

 
Por lo anterior, es evidente concluir que los actos de tramite no son susceptibles de 
recursos en la actuación en sede administrativa, acciones judiciales, ni como título para 
ejecutar una obligación. 
 
Ahora bien, con base en todo lo examinado, procederá esta Unidad Judicial a revisar el 
asunto especifico objeto del recurso presentado por la parte ejecutante. 
 

 Caso en concreto 
 
Descendiendo al caso en concreto, este Despacho puede constatar que no es viable 
acceder a la pretensión de la parte ejecutante, motivos que se permitirá desarrollar a 
continuación. 

                                            
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION “B” Consejero 

ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Radicación número: 05001-23-31-000-2003-00490-01(2277-12) 
2 SENTENCIA DE 27 DE AGOSTO DE 2009, RAD. 2202-2004. M.P. BERTHA LUCÍA RAMÍRES DE PÁEZ. 
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Pretende la ejecutante que el Despacho libre mandamiento de pago sobre las sumas 
reconocidas en las Resoluciones 024 y 034, expedidas por la Personería Municipal de 
La Apartada, los cuales fueron expedidos con ocasión de una decisión judicial, esto es, 
son actos de ejecución. Que tal como viene señalado por el H. Consejo de Estado, los 
mismos no pueden ser tenidos en cuenta como título ejecutivo dentro del presente 
proceso, contrario sensu, sí constituye título ejecutivo la sentencia emitida por el H. 
Tribunal Administrativo de Córdoba de fecha 03 de diciembre de 2015, aportada al 
expediente, y que fue revisada por esta Unidad Judicial al momento de proferir el 
mandamiento de pago que hoy está siendo recurrido 
 
Por lo brevemente expuesto, este Despacho no repondrá el auto de 22 de abril de 2021. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito Judicial de 
Montería, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: No reponer el auto fechado en 22 de abril de 2021, por las razones expuestas 
en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: Una vez ejecutoriado, imprímasele al expediente el trámite correspondiente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

LUIS ENRIQUE OW PADILLA 
Juez 
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